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I. Disposiciones generales

PRESIDENCIA DEL GOBIERNO

15815 REAL DECRETO 1859/2004, de 6 de sep-
tiembre, por el que se suprime la Comisión
Delegada del Gobierno para Asuntos de Inves-
tigación Científica y Desarrollo e Innovación
Tecnológica.

La Comisión Interministerial de Ciencia y Tecnología
(CICYT), a raíz de su configuración por la Ley 13/1986,
de 14 de abril, de fomento y coordinación general de
la investigación científica y técnica, ha venido desem-
peñando eficazmente las mismas funciones que el
artículo 6.4 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre,
del Gobierno, atribuye a las Comisiones Delegadas del
Gobierno, por lo que no se estima conveniente la coexis-
tencia de dicho órgano con la Comisión Delegada del
Gobierno para Asuntos de Investigación Científica y
Desarrollo e Innovación Tecnológica, cuyas funciones
coinciden, sustancialmente, con las asignadas a la CICYT.
Por consiguiente, en aplicación del principio de simpli-
ficación administrativa, se ha optado por mantener este
órgano de carácter interministerial, aunque incorporando
a este los miembros de la aludida Comisión Delegada.

En consecuencia, procede acordar la supresión de
la Comisión Delegada del Gobierno, conforme al pro-
cedimiento establecido en el artículo 6.1 de la citada
Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

En su virtud, a propuesta del Presidente del Gobierno
y previa deliberación del Consejo de Ministros en su
reunión del día 3 de septiembre de 2004,

D I S P O N G O :

Artículo único. Supresión de la Comisión Delegada del
Gobierno.

Queda suprimida la Comisión Delegada del Gobierno
para Asuntos de Investigación Científica y Desarrollo e
Innovación Tecnológica.

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Queda derogado el párrafo c) del apartado 1 del
artículo 1 y el artículo 4 del Real Decreto 1194/2004,
de 14 de mayo, por el que se determina la composición
de las Comisiones Delegadas del Gobierno.

Disposición final única. Entrada en vigor.

El presente real decreto entrará en vigor el mismo
día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Dado en Madrid, a 6 de septiembre de 2004.
JUAN CARLOS R.

El Presidente del Gobierno,

JOSÉ LUIS RODRÍGUEZ ZAPATERO

MINISTERIO DE JUSTICIA

15816 REAL DECRETO 1860/2004, de 6 de sep-
tiembre, por el que se establece el arancel
de derechos de los administradores concur-
sales.

La retribución con arreglo a arancel de los adminis-
tradores concursales constituye una novedad en la evo-
lución del derecho concursal español que, por un lado,
cumple la finalidad de asegurar un tratamiento homo-
géneo de cuantos ejercitan las funciones propias de este
órgano concursal y, por otro, permite calcular aproxi-
madamente el coste de esta importante deuda de la
masa a quienes proyectan la apertura del procedimiento
o se ven involucrados en él. En ejecución del mandato
contenido en la disposición final trigésima cuarta de la
Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal, el Gobierno, por
medio de este real decreto, ha procedido a aprobar ese
arancel, cuyo postulado fundamental es el justo equilibrio
entre los distintos intereses en conflicto. Con este arancel
se intenta conseguir que las cantidades que se perciban
en concepto de retribución no resulten desproporcio-
nadas respecto de la dificultad de las tareas que se rea-
lizan, de la complejidad del concurso y de la duración
del procedimiento y, al mismo tiempo, que profesionales
de calidad tengan suficientes incentivos para desempe-
ñar el cargo de administradores concursales y añadir
así unos rendimientos adecuados por el ejercicio de estas
actividades profesionales a los que obtengan por las
demás actividades compatibles a las que se dediquen
o puedan dedicarse.

Por imperativo legal (artículo 34 de la Ley 22/2003,
de 9 de julio, Concursal), el arancel atiende a la cuantía
del activo concursal y a la cuantía del pasivo. El cálculo
de la base de la retribución de los administradores con-
cursales se realiza mediante la suma de dos cantidades
distintas: en primer lugar, la que resulta de aplicar al
valor de la masa activa los porcentajes decrecientes que
se fijan en el arancel; y, en segundo lugar, la que resulta
de aplicar al valor de la masa pasiva los también por-
centajes decrecientes igualmente establecidos en dicho
arancel. Pero, en el sistema concursal que se instaura,
para ese cálculo, más importante que el número de
acreedores o que la cuantía de los créditos reconocidos
se considera que es el conjunto de bienes y derechos
que integran la masa activa, en cuanto patrimonio afecto
a la satisfacción de la colectividad crediticia. En este
sentido, la escala correspondiente a la cuantía del activo
contiene porcentajes superiores a los establecidos en
la escala del pasivo. A estos dos parámetros obligados
se añade, también por imperativo legal, el de la previsible
complejidad del concurso, estableciendo un catálogo de
casos en los que juega este factor complementario. Por
cada uno de los supuestos de complejidad, se incre-


